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SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO 

 

 

Con el debido respeto, me permito expresar las razones por 

las cuales disiento parcialmente de la decisión que se adoptó 

en la sentencia de casación de la referencia, en cuanto abrió 

paso a la súplica invocada por la aseguradora SBS Seguros 

Colombia S.A. 

 

1.- La calificación de norma sustancial del artículo 184 del 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero  

 

Se dice en el proyecto que «Si bien el artículo 184 del Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero (DL 663 de 1993) es una norma que 

regula el régimen de pólizas y tarifas en la actividad aseguradora y por 

esa razón  podría considerarse, prima facie, como un precepto que 

simplemente enumera o enuncia los requisitos de aquellas; lo cierto es 

que el literal a) de su numeral segundo establece una disposición que, 

en una situación particular y concreta, tendría la capacidad de declarar, 

crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas también concretas, pues 

consagra una sanción de ineficacia de las estipulaciones del contrato de 
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seguro en caso de que el contenido de la póliza no se ciña a los requisitos 

establecidos.  

Así mismo, su literal c) consagra una exigencia que, de no ser cumplida, 

afectaría la exclusión pactada entre las partes con la referida sanción de 

ineficacia. En tal virtud, estas disposiciones tendrían la capacidad de, 

en un caso concreto, sustraer del amparo contratado determinado acto o 

conducta, lo que a su vez tendría la virtualidad de crear, modificar o 

extinguir situaciones jurídicas entre las partes contratantes». 

 

Me aparto respetuosamente de tal argumento, por cuanto 

son muchas las disposiciones existentes en el ordenamiento 

interno que al margen de su naturaleza tienen la virtualidad 

de que aplicadas en una situación concreta puedan «declarar, 

crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas también concretas», 

como sería por ejemplo el artículo 113 del Código Civil que 

define el contrato de matrimonio, que aplicado en un caso 

concreto podría cumplir tal cometido. 

 

Por tal motivo, esa potencialidad que pudiera tener una 

determinada disposición, en modo alguno, puede servir de 

parámetro para que, en los eventos en que las críticas contra 

las sentencias se formulen al amparo de las causales primera 

y segunda del artículo 336 del Código General del Proceso, 

esto es, por violación directa o indirecta de una norma 

sustancial, se tenga por satisfecha la carga del recurrente de 

citar los preceptos que tengan dicho carácter, que siendo o 

debido ser pilares de la determinación resultaron 

quebrantadas.  

 

Ha sido reiterativa esta Corporación al señalar que, no 

pueden considerarse normas sustanciales aquellas 
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disposiciones que se limitan a definir fenómenos jurídicos, o 

a describir los elementos estructurales de éstos, o a hacer 

enumeraciones o enunciaciones; como tampoco la tienen las 

disposiciones ordenativas o reguladoras de la actividad in 

procedendo, como son los de disciplina probatoria. 

 

El artículo 184 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 

-que recoge lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 45 de 

1990-, consagra cuáles son los requisitos formales que deben 

satisfacer las pólizas de seguro, así:  

 

«2. Requisitos de las pólizas. Las pólizas deberán ajustarse a las 

siguientes exigencias: 

 

a. Su contenido debe ceñirse a las normas que regulan el contrato 

de seguro, al presente estatuto y a las demás disposiciones 

imperativas que resulten aplicables, so pena de ineficacia de la 

estipulación respectiva; 

 

b. Deben redactarse en tal forma que sean de fácil comprensión 

para el asegurado. Por tanto, los caracteres tipográficos deben ser 

fácilmente legibles, y 

 

c. Los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en 

caracteres destacados, en la primera página de la póliza». 

 

Como se ve la disposición enlista aquellas formalidades que 

el documento en que se instrumenta el contrato de seguro 

debe contener para su eficacia, planteando el deber de 

cumplir con otras normas que el mismo estatuto contiene y 

aquellas que por la materia resulten aplicables; la manera 

como debe redactarse el clausulado y el lugar donde deben 

quedar registrados aspectos fundamentales del negocio. 
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En el sub examine Acción Sociedad Fiduciaria S.A. llamó en 

garantía a AIG SEGUROS COLOMBIA S.A. (ahora SBS 

SEGUROS COLOMBIA S.A.), con el propósito de que se 

declarara su derecho a obtener de esta última «el reembolso del 

pago que tuviere que hacer por indemnización de perjuicios con 

fundamento en la póliza de seguro 1000099, si resultare condenada en 

el proceso promovido en su contra por UROPAN Y CIA». 

 

Frente a dicha reclamación la aseguradora se opuso 

formulando la exceptiva que tituló «ausencia de cobertura de la 

póliza Sección III de responsabilidad profesional de la póliza No. 

1000099 expedida por SBS Seguros Colombia S.A. en cuanto sea 

aplicable cualquier de las exclusiones dispuestas en las condiciones del 

seguro, en especial las exclusiones consignadas en los numerales 3.7. y 

3.14 de las condiciones generales del seguro». Defensa que no halló 

eco en el sentenciador de segunda instancia, quien al amparo 

de lo indicado en la sentencia STC514-2015 de 29 de enero 

de esta Colegiatura arguyó, que «la exclusión no hizo parte de la 

carátula de la póliza sobre la que aquí se discute sino, solamente, en el 

clausulado adicional denominado "seguro de responsabilidad civil 

profesional para instituciones financieras", por manera que no resulta 

oponible al demandado principal. No se olvide que, de conformidad con 

los artículos 44 (núm. 3°) de la Ley 45 de 19906 y 184 (núm. 2, lit. c) del 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero", y las circulares externas 007 

de 1996ª y 076 de 19999 de la Superintendencia Financiera, una 

restricción de cobertura como la que en su favor invocó la aseguradora 

(que concierne directamente al amparo objeto del contrato), debe ser 

consignada en la reseñada pieza contractual, so pena de resultar 

ineficaz.  

 

Acorde con esto le impuso «pagar a Inversiones Uropan y Cía. S. en 

C. (o el reembolso a Acción Sociedad Fiduciaria S.A. si ya efectuó el pago 
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total de la condena) la suma capital de $961'730.122, dentro del término 

fijado en el numeral 3º de la sentencia de primera instancia. Si no se 

cumple oportunamente lo anterior, se causarán intereses moratorios 

comerciales sobre ese monto». 

 

De esta forma expuso el sentenciador el alcance de dicho 

precepto y conforme a ese entendimiento halló ineficaz la 

exclusión blandida por la Aseguradora y, consecuentemente, 

accedió al decreto de la obligación de garantía que instó la 

fiduciaria.  

 

Deviene de lo indicado, que sería esta particular 

circunstancia la que justificaría, en últimas, que en el caso 

sub lite se admita en gracia de discusión la sustancialidad 

del precepto examinado, habida cuenta de ser el que blandió 

el tribunal para acoger las pretensiones del llamamiento en 

garantía.  

 

2.- Reconocimiento de la inexistencia de la obligación a cargo 

de la aseguradora, al dar eficacia a la exclusión invocada. 

 

Es punto medular del fallo de casación el requisito formal 

atinente al lugar donde deben quedar consignadas las 

exclusiones en la póliza de seguros para su eficacia. 

 

2.1. El tema del contenido de las pólizas de seguros ha sido 

motivo de amplias disertaciones, tanto por esta Corte como 

en la Superintendencia Financiera (antes Bancaria), en 

donde el elemento común a resaltar es la necesidad de que 

los amparos que son asumidos por la aseguradora y las 
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exclusiones que podrían eximir a ésta del deber de cubrir el 

siniestro estén plenamente identificados. 

 

En todo caso, han sido uniformes los pronunciamientos que 

exigen que estos tópicos estén redactados con absoluta 

claridad y en caracteres destacados o resaltados que no 

exista duda o posibilidad de una interpretación diferente a la 

misma naturaleza de la delimitación del riesgo, facilitando al 

tomador comprender e identificar los riesgos amparados, las 

exclusiones y las obligaciones que correlativamente asume 

con ocasión del contrato; quedando las divergencias 

limitadas a la ubicación espacial de las exclusiones en la 

póliza. 

 

La sentencia de la cual me aparto parcialmente, luego de 

hacer una amplia disertación en cuanto a la naturaleza y 

características del contrato de seguro, la asunción y 

delimitación de los riesgos, dando cuenta del reconocimiento 

que legal1 y jurisprudencialmente se ha dado al derecho de 

la aseguradora de limitar los riesgos que asume, como una 

manifestación de la autonomía privada y la libertad 

contractual, se adentra al análisis particular de las 

exclusiones, evocando el contenido del artículo 184 del 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y la Circular 

Básica 079 de 2014 de la Superintendencia Financiera, para 

hacer precisión en los componentes de las pólizas 

distinguiendo entre la carátula y el cuerpo de ésta.  

 

 
1 Art. 1056 Código de Comercio. 
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A partir de esta distinción, y haciendo remembranza de las 

contrapuestas posturas que frente al tema se han alzado al 

interior de esta Corte2, colige que es a partir de la primera 

página del “cuerpo de la póliza” en donde se deben registrar 

las exclusiones, puesto que con ello «no sólo permite cumplir con 

las exigencias de información y conocimiento del tomador sino también 

atender el principio general de prevalencia de la voluntad de las partes 

contratantes». 

 

No se confuta que la interpretación que pretenda ubicar las 

exclusiones en la caratula de la póliza podría ser calificada 

de intransigente, dados los innumerables avances que desde 

la expedición de la norma se han presentado, en todos los 

órdenes, industriales, científicos, económicos, etc., habida 

cuenta que tal aparte, escasamente, permite registrar 

algunas condiciones de la póliza para su individualización y 

diferenciación del tipo de seguro otorgado, siendo por tanto 

plausible que el registro se haga en el “cuerpo” de dicho 

convenio, al existir la obligación de precisar cuáles son las 

condiciones generales y particulares, pero siempre que ello 

se dé “a partir” de la primera página. 

 

Ciertamente, sin pasar por alto que, indiscutiblemente, 

debido a la estructura misma de las pólizas de seguros, que 

usualmente se componen de varios documentos, como son la 

caratula, las condiciones generales y las condiciones 

particulares, a la solicitud del tomador y en algunos eventos 

 
2 STC de 25 de julio de 2013, exp. 2013-01591, STC 514-2015, 29 ene., STC 17390-

2017, 25 oct., STC 9895-2020 y STC 12213-2021, 16 sep.; STC 4841-2014, SC 4527-
2020 y SC 4126-2021 
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anexos vinculados a unas especialísimas circunstancias3, no 

se puede, sin transgredir la voluntad del legislador y, sobre 

todo, sin afectar el derecho de los consumidores, dejar el 

concepto de “primera página” en una amplitud absoluta. 

 

En efecto, existen algunos casos en los que, por la materia 

contratada, el número de amparos y de exclusiones que se 

conciertan, cuya descripción debe ser legible, clara y 

comprensible, no es posible condensar todas las exclusiones 

en una sola página, lo cual habilita para que puedan 

consignarse en las siguientes, pero de forma continua. 

 

Tampoco se olvida que el artículo 1047 del Código de 

Comercio, al establecer el contenido de la póliza, indica que 

ésta debe contener, entre otras, las condiciones generales, 

los riesgos que toma la aseguradora y las condiciones 

particulares que acuerden los contratantes, señalando en su 

parágrafo que: «[E]n los casos en que no aparezca expresamente 

acordadas, se tendrán como condiciones del contrato aquellas de la 

póliza o anexo que el asegurador haya depositado en la 

Superintendencia Financiera para el mismo ramo, amparo, modalidad 

del contrato y tipo de riesgo», lo cual permitiría entender que, 

incluso, podrían resultar admisibles exclusiones que consten 

en algún anexo, pero para ello este deberá estar por lo menos 

enunciado en esa primera página, para que pueda tenerse 

por satisfecho el deber de información ínsito en la exigencia 

en estudio.  

 

 
3 Artículo 1048 Código de Comercio. 
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Lo anotado en razón a que, conforme se indicó en 

precedencia, al tenor del artículo 1048 hacen parte de la 

póliza «[L]os anexos que se emitan para adicionar, modificar, 

suspender, renovar o revocar la póliza» y para que dichos anexos 

se puedan considerar como tales, deben identificar con 

contundencia la póliza que integran, amen que según el 

maestro Efrén Ossa4 estos son «en todo caso accesorios a la póliza, 

sujetos a sus estipulaciones, como el contrato mismo, en todo aquello que 

escape a su propia órbita. Porque no hay duda de que recogen una nueva 

manifestación de voluntad, así sea circunscrita en su finalidad 

específica, posterior a la que aparece consignada en el documento 

principal, por lo cual prevalecen sobre este en caso de conflicto». 

 

2.2. Ocurre, sin embargo, que en el presente juicio se adujo 

la inexistencia de la obligación a cargo de la aseguradora al 

haber operado las exclusiones referidas en los apartes 3.7. y 

3.14, reconociéndoles eficacia, pese a no estar contenidas en 

la primera página.  

 

Obsérvese que al pleito se anexó la documental denominada 

“Anexo 22” correspondiente al “certificado de renovación 

pólizas de pago anual”, que según se identificó accede a la 

póliza 1000099. 

 

En dicho instrumento, en su segunda página del aparte 

“TEXTOS DE LA PÓLIZA”, aparece el título “Términos y 

condiciones aplicables a todas las secciones” que en doce (12) 

numerales refiere a asuntos diversos y en el 9 y 10 se registra 

 
4 Ossa G. J. Efrén. Teoría General del Seguro – El Contrato. Editorial Temis, Bogotá 
1984 pág. 239. 
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«9.Exclusión OAC. Anexo 3.10. Exclusión Lavado de activos». 

Posteriormente aparece la titulada “Sección III 

RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL PARA INSTITUCIONES 

FINANCIERAS de SBS (VERSIÓN nma2273 ADAPTADO POR sbs) LIMITE 

HACIENDO PARTE DEL AGREGADO ANUAL DE LA PÓLIZA -Registro 

Superintendencia 18/10/2012-1322-P-06-FIPCG001», relacionando 

información sobre  

«1, Fecha de Continuidad: 26 de Mayo del 2010.  

2. Nuevas Filiales  

3. Periodo de Descubrimiento a. Automático por 30 días sin cobro de 

prima adicional. b. Periodo de descubrimiento 12 meses adicionales al 

75% de prima anual. 

4. Costos de Fianza, según texto de condiciones generales.  

5. Difamación, según texto de condiciones generales». 

 

Posteriormente vuelve y relacionar seis (6) anexos «EXCLUSIÓN 

DE GUERRA/ ACTO DE GUERRA/TERRORISMO» «ANEXO DE NO 

RENOVACIÓN TACITA O AUTOMÁTICA», «ENDOSO DE EXCLUSIÓN 

OFAC», «EXCLUSIÓN DE LAVADO DE ACTIVO», «AMPARO DE MIEMBROS 

DE JUNTA DIRECTIVA», «ENDOSO DE TRANSACCIONES 

INCOMPLETAS», otra «EXCLUSIÓN ESPECIAL» y «EXCLUSIONES 

APLICABLES AL PRESENTE ENDOSO». 

 

Continua el documento ocupándose de definiciones, 

cláusulas de limitación de descubrimiento, otras 

exclusiones, extensiones y otros anexos, sin que aquí estén 

reflejadas las exclusiones esgrimidas.  

 

Así mismo, se incorpora el que parece ser el formato 

30122012-1322-P-9-BBB02992 contentivo de las 

condiciones generales del seguro «PÓLIZA INTEGRAL PARA 

BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS», en el que ciertamente 

después de una amplia relación de amparos aparecen 
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exclusiones, definiciones, garantías y otros aspectos 

connaturales. 

 

Adicionalmente está documental que refiere al «AMPARO DE 

PÉRDIDAS A TRAVÉS DE SISTEMAS COMPUTARIZADOS (LSW238)», 

junto a otro adicional titulado «PÓLIZA DE SEGURO DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL PARA INSTITUCIONES 

FINANCIERAS» con similar estructura, siendo en este último 

en donde aparecen registradas las exclusiones que fueron 

aducidas por la aseguradora para soportar sus excepciones. 

 

Es del caso resaltar que, en estos últimos apartes 

mencionados, en parte alguna aparece relacionado el número 

de la póliza a la que presuntamente accede, lo que impide 

vincularlos de forma inequívoca al negocio ajustado con la 

fiduciaria y que se materializó en la póliza 1000099, puesto 

que, al margen que sean condiciones uniformes que han 

merecido el respaldo de la entidad de vigilancia y control, 

quien impone su registro, no puede olvidarse que tal como se 

detalla en el anexo 22, algunos de estos aspectos pueden ser 

modificados a voluntad por los contratantes, bien para 

incluir amparos o para precisar algunas exclusiones. 

 

En ese orden, es preciso señalar que, en este particular caso, 

ante la pluralidad de seguros contratados por la fiduciaria, 

los cuales al parecer quedaron compendiados en una póliza 

única, no se tiene certeza de la ubicación de las exclusiones, 

máxime ante la falta de claridad que se presenta en el citado 

certificado de renovación pólizas de pago anual, que consta 

en el mentado anexo No 22. 
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Siendo ello así, deviene cuestionable que amparados en la 

postura que admite como interpretación satisfactoria del 

artículo 184 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 

que las exclusiones no necesariamente tienen que constar en 

la primera página, se está reconociendo eficacia a 

exclusiones que la aseguradora, a su criterio, plasma de 

manera indiscriminada y dispersa en póliza, con lo cual se 

afecta el derecho del consumidor a una información clara y 

contundente del alcance de los siniestros inequívocamente 

amparados, pero sobre todo los que se deben tener por 

excluidos de la cobertura.  

 

En ese orden, era de cargo del excepcionante acreditar 

debidamente los supuestos de hechos que soportan sus 

defensas y dado que la póliza que en precedencia se examina 

adolece de las falencias indicadas, era plausible la 

determinación del tribunal de no acogerlas y, 

consecuentemente, imponer la condena reclamada. 

 

Debido a esto, estimo que la decisión debió ser en absoluto 

negativa y no casar parcialmente. 

 

En los términos precedentes, dejo plasmado el alcance 

parcial de mi disenso.  

 

 

 

HILDA GONZÁLEZ NEIRA 

Magistrada  
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